RESUMEN DEL CONTENIDO DE LAS STC 136/2009, DE 15 DE JUNIO Y 138/2009, DE 15 DE JUNIO.
Co/ Resolución [Estatal] 8 de septiembre de 2000, por la que se regulan ayudas en el marco del Plan de Fomento para las energías renovables.

Co/ Orden [Estatal] de 4 de octubre de 2002, por la que se establecen las bases reguladoras de las ayudas a la investigación en materias relacionadas con la Red de Parques Nacionales y se convocan para 2002.
Materia: Ámbito de la capacidad subvencional estatal en los ámbitos competenciales autonómico  régimen energético; espacios naturales protegidos y Medio ambiente.

Resumen:

El TC incardina la resolución subvencional estatal en el ámbito competencial de régimen energético (STC 136/2009) y en los de espacios naturales protegidos y medio ambiente (STC 138/2009), sobre el que las CA autoras de los respectivos recursos ostentan competencias compartidas de desarrollo normativo y de ejecución. Por su parte, el Estado no puede alegar aquí el ejercicio de una competencia de dirección económica de una concreta actividad o sector productivo con base al art. 1491.13ª CE.

En consecuencia, declara de aplicación en este caso el 2º supuesto recogido en la STC 13/1992 (FJ 8b) según el cual cuando el Estado ostente un título competencial genérico de intervención [p.e. «la ordenación general de la economía»] que se superpone a la competencia de las CC.AA. sobre la materia, aún si ésta se califica de exclusiva, o bien tiene competencia sobre las bases o la coordinación general de un sector o materia, correspondiendo a las CC.AA. las competencias de desarrollo normativo y de ejecución. En estos supuestos el Estado puede consignar subvenciones de fomento en sus presupuestos generales, especificando su destino y regulando sus condiciones esenciales de otorgamiento hasta donde lo permita su competencia genérica, básica o de coordinación, pero siempre que deje un margen a las Comunidades Autónomas para concretar con mayor detalle la afectación o destino o al menos, para desarrollar y complementar la regulación de las condiciones de otorgamiento de las ayudas y su tramitación. Además la gestión de estos fondos corresponde a las CC.AA (…). Se trata de partidas que deben territorializarse en los propios PGE.
En consecuencia, declara que corresponde a la CA regular el procedimiento de tramitación de las subvenciones objeto de la resolución impugnada, así como su efectiva gestión, ya que:

· El objeto de las ayudas se integra dentro del ámbito ordinario de la competencia autonómica y los proyectos subvencionables no contienen ninguno de los elementos que, de acuerdo con la doctrina establecida en la STC 13/1992 exijan la gestión centralizada.

· La resolución impugnada no contiene justificación alguna sobre la centralización de la gestión, lo cual constituye una exigencia material y no sólo formal, que no puede obviarse, para que pueda ser valorada por el tribunal.

· Finalmente, el TC declara que las competencias controvertidas contenidas en las resoluciones impugnadas corresponden a la CA, y no al Estado, sin que estime necesario anular dicha resolución.

Valoración competencial:

Aplicación de la doctrina contenida en la STC 13/1992, relativa a la utilización por el Estado de su poder de gasto cuando afecte a diversos ámbitos competenciales autonómicos, como son el de energía, medio ambiente y espacios naturales protegidos.

